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DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / VALORACIÓN DE DICTAMEN PERICIAL. “[F]ue desacertada esa valoración probatoria, pues aunque en el peritaje concluyó el experto que las firmas que aparecen en el pagaré aportado como recaudo ejecutivo, bajo los títulos de “deudor” y “deudor solidario”, corresponden a las de los señores Claudio Enrique y Guillermo Edmundo David Santacruz, la jueza accionada concluye lo contrario respecto del último y declara probada la excepción de fondo  de no haber sido el citado señor quien suscribió el título, a quien excluye de la ejecución, con las consecuencias que de tal determinación se desprenden. Ese error tiene relevancia constitucional, al desconocer el derecho fundamental a un debido proceso de que es titular el demandante; no se trata de una mera diferencia de criterios en el análisis de la prueba, sino de un error en su apreciación, al emitir, con fundamento en ella una conclusión contraria a su contenido; ese error es ostensible, flagrante y manifiesto y tiene incidencia directa en la decisión que al respecto se adoptó en el fallo respectivo. En esas condiciones, se justifica la intervención del juez constitucional en aras de brindar protección a la parte que sufrió el agravio porque quien acude a la administración de justicia en procura de obtener la definición de un conflicto, tiene derecho a exigir que las pruebas que sirven de sustento a la decisión, contengan un justo y razonado análisis por parte del juez, como garantía del derecho a un debido proceso. En consecuencia, se concederá el amparo reclamado.”.
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Pereira, abril diecinueve (19) de dos mil diecisiete (2017)

Acta No. 194 del 19 de abril de 2017

Expediente No. 66170-31-03-001-2017-00013-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el apoderado de la Cooperativa Multiactiva Caldas frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 24 de febrero último, en la acción de tutela que la impugnante instauró contra el Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, a la que se ordenó vincular a los señores Claudio Enrique y Guillermo Edmundo David Santacruz.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató la accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El representante legal de la Cooperativa Multiactiva Caldas, por medio de apoderado, formuló demanda ejecutiva contra los señores Claudio Enrique y Guillermo Edmundo David Santacruz, para obtener el pago de $12.400.000, más los intereses de mora dejados de cancelar desde el 13 de junio de 2014, obligación contenida en el pagaré No. A-909.
1.2 El Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, al que correspondió el asunto, libró mandamiento de pago y decretó las medidas cautelares solicitadas. 
1.3 Los ejecutados procedieron a contestar la demanda y propusieron las excepciones de falsedad material en documento; cobro de lo no debido; inexistencia de la obligación; mala fe; falta de legitimación por activa; no haber sido el demandado quien suscribió el título y falta de realización del acto que se reclama.

1.4 Entre las pruebas practicadas, se encuentran los informes de Medicina Legal sobre las muestras grafológicas y dactilares de los demandados, los cuales no se vio la necesidad de objetar o aclarar porque en allí se determinó que las firmas que los ejecutados imprimieron en el pagaré No. A-0909 son coincidentes con las tomadas dentro del proceso ejecutivo y con las que aparecen en otros documentos por ellos aportados; el estudio dactilar fue inconcluyente, porque no se pudo determinar si las huellas dactilares que del señor Guillermo Edmundo David Santacruz aparecen en el título valor son en realidad suyas. Teniendo en cuenta que fueron los demandados los que solicitaron esa prueba dactiloscópica, le correspondía a su apopderado pedir la complementación del dictamen con el fin de demostrar que la rúbrica no era la de su poderdante. 
1.5 En los alegatos de conclusión ambas partes fijaron su posición sobre la coincidencia de las firmas de los demandados con las estampadas en el pagaré. En esa oportunidad, la parte actora también le restó relevancia al estudio dactiloscópico dada la dificulta de establecer si una huella corresponde o no a una persona de avanzada edad, máxime si se confronta con la tomada para la expedición de su cédula de ciudadanía, hace sesenta años.  
1.6 En la sentencia, notificada por estado del 17 de enero último, la funcionaria accionada declaró próspera parcialmente la excepción de no haber sido el demandado Guillermo Edmundo David Santacruz quien suscribió el pagaré; en la parte considerativa se dijo que de acuerdo con el dictamen pericial realizado por expertos de Medicina Legal, la firma y la huella que aparecen en ese documento no corresponden a las del citado señor.

1.7 Sin embargo, esas conclusiones carecen de sustento legal y probatorio en razón a que desconoce los artículos 422 del Código General del Proceso y 624 y 709 del Código de Comercio. Asimismo, solo se hace énfasis en las pruebas dactiloscópicas “dejando por fuera lo del dictamen grafológico, que es el verdaderamente importante” en los procesos ejecutivos y según el cual, reitera, las firmas de los ejecutados grabadas en el pagaré presentan identidad gráfica con “las signaturas y dígitos confeccionados por los señores Claudio Enrique David Santacruz y Guillermo Edmundo David Santacruz, que aparecen en las muestras caligráficas y en los documentos extra procesos (sic)”.

1.8 De igual manera, los ordinales quinto y sexto de la citada sentencia afectan los intereses económicos de la Cooperativa ya que los ejecutados pretenden burlar sus obligaciones; pues Claudio Enrique David Santacruz “se hizo embargar por alimentos por su esposa, para eludir sus descuentos”.
2. Considera lesionados el derecho al acceso a la administración de justicia y para su protección, solicita se revoque parcialmente la sentencia proferida por el juzgado accionado el 13 de enero último, se declara impróspera la excepción de “no haber sido el demandado Guillermo Edmundo David Santacruz quien suscribió el título base del recaudo judicial” y en consecuencia dejar sin efectos sus ordinales quinto y sexto.  

A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto de 15 de febrero se admitió la acción y se ordenó vincular a los señores Claudio Enrique y Guillermo Edmundo David Santacruz.

2. En el trámite de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La titular del Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas señaló que el fallo proferido el 13 de enero de 2017 dentro del proceso objeto de la tutela, se fundamentó en la valoración conjunta que efectuó a las pruebas recaudadas.
2.3 Los señores Claudio Enrique y Guillermo Edmundo David Santacruz manifestaron que el pagaré aportado como recaudo ejecutivo fue tachado de falso, cuestión que corroboró el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses al determinar que la huella digital que presentada como si fuera de Guillermo Edmundo no lo era, dictamen que no fue objetado, y por tanto el título valor también resulta apócrifo; las pruebas fueron valoradas conjuntamente y por eso es impreciso el argumento del actor relativo a que el examen grafológico es el verdaderamente importante, pues en esas condiciones, se permitiría extraer del acervo probatorio solo las pruebas que beneficien a cada parte; la sentencia contiene fundamentos legales y probatorios; no es cierto que se cause un detrimento económico a la cooperativa demandante, pues la deuda que se pretende cobrar es inexistente ya que Guillermo Edmundo no suscribió el pagaré, el representante legal de esa entidad cobró las mesadas de Claudio Enrique desde el año 2009 y nunca presentó los abonos respectivos y no procedió a incorporar las pruebas de su contabilidad, a pesar de que para ese efecto lo requirió el juzgado; si bien las normas comerciales no exigen para la validez del título valor la presencia de la huella digital, cuando en un documento de esa especie se incorpora, adquiere indiscutible relevancia probatoria, al hacer parte de la unidad de la prueba. Solicitaron negar las pretensiones. 
3. Mediante sentencia de 24 de febrero pasado el funcionario de primera instancia declaró improcedente el amparo solicitado.
Para decidir así, luego de analizar los dictámenes de Medicina Legal y la sentencia en la que encuentra la accionante vulnerados sus derechos, consideró que en este caso se incumple el requisito de la subsidiariedad ya que frente a esa providencia puede formular el peticionario recurso extraordinario de revisión.
4. Inconforme con el fallo, el apoderado del demandante lo impugnó. Para solicitar su revocatoria empezó por indicar que el funcionario de primera instancia, al analizar la decisión adoptada en el proceso ejecutivo, dijo que existía un error en la valoración de la prueba pericial emitida por Medicina Legal. Sin embargo, declaró improcedente el amparo ya que ese fallo podía ser atacado por la vía del recurso de revisión, a pasar de que en este caso no se configura ninguna de las causales del artículo 354 del Código General del Proceso, por lo que ese medio resulta ineficaz para adelantar lo que se pretende por este mecanismo constitucional.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar, en primer lugar, si en este caso se cumplen los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra la sentencia por medio de la cual el juzgado demandado definió el proceso ejecutivo promovido por la Cooperativa accionante contra los señores Claudio Enrique y Guillermo Edmundo David Santacruz. De serlo, se establecerá si en esa providencia se incurrió en defecto que lesione los derechos fundamentales de que es titular la demandante.
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

4. En este caso se encuentran satisfechos aquellos requisitos generales de procedencia del amparo constitucional frente a decisiones judiciales, porque: a) de acuerdo con los hechos narrados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, el asunto tiene relevancia constitucional, en razón a que involucra el derecho al debido proceso; b) la sentencia en la que se encuentran vulnerados los derechos se dictó en un proceso de única instancia, frente a la cual no procede recurso alguno; c) se cumple el presupuesto de la inmediatez porque aquella providencia se dictó el 13 de enero pasado; d) las irregularidades alegadas tienen directa incidencia en la decisión atacada; e) se identificaron los hechos generadores de la vulneración y f) no se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela. 

5. En cuanto a los requisitos específicos de procedibilidad, considera la Cooperativa demandante lesionados sus derechos porque el juzgado accionado desconoció los artículos 422 del Código General del Proceso y 621 y 709 del Código de Comercio, al momento de valorar las pruebas periciales practicadas.
5.1 En tales condiciones, corresponde a la Sala analizar, en principio, si el juzgado accionado incurrió en un defecto fáctico, respecto del cual ha dicho la Corte Constitucional: 

“44. El defecto fáctico se produce cuando el juez toma una decisión sin que se encuentren plenamente comprobados los hechos que legalmente la determinan, como consecuencia de una omisión en el decreto o valoración de las pruebas, la valoración irrazonable o contra evidente de los medios probatorios, o la suposición de pruebas.
 
Este defecto puede darse tanto en una dimensión positiva, que comprende los supuestos de valoración contra evidente o irrazonable de las pruebas y la fundamentación de una decisión en pruebas ineptas para ello, como en una dimensión negativa, relacionada con la omisión en la valoración de una prueba determinante o en el decreto de pruebas de carácter esencial.
 
45. La intervención del juez constitucional en el escenario de la valoración de las pruebas es excepcional. En ese sentido, la Corte Constitucional ha explicado que en la valoración de las pruebas la independencia del juez alcanza su máxima expresión, como observancia de los principios de autonomía judicial, juez natural e inmediación, que impiden al juez constitucional realizar un nuevo examen del material probatorio como si se tratara de una instancia judicial adicional (Al respecto, ver la sentencia T-055 de 1997).
 

…

46. Ahora bien, el respeto por las decisiones del juez natural se asegura mediante las reglas especiales de análisis que la Corte ha desarrollado cuando se trata de constatar la existencia de un defecto fáctico, como causal de procedencia de la acción.
 
47.1. En primer lugar, y como ocurre con cualquiera de las causales de procedencia de la acción, debe indagar si el defecto alegado tiene incidencia en el respeto, vigencia y eficacia de los derechos fundamentales. De no ser así, la posibilidad de controlar errores fácticos debe mantenerse en el marco de los recursos de la legalidad, y no en el ámbito de la acción de tutela, cuyo sentido y razón de ser es la defensa de los derechos superiores de la Constitución Política.
 
47.2. En segundo término, las diferencias de valoración en la apreciación de las pruebas no constituyen defecto fáctico…

47.3. En tercer término, para que la tutela resulte procedente por la configuración de un defecto fáctico, “el error en el juicio valorativo de la prueba debe ser de tal entidad que sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto”
…
 
48. En resumen, el defecto fáctico es tal vez la causal más restringida de procedencia de la tutela contra providencia judicial. La independencia y autonomía de los jueces cobran especial intensidad en el ámbito de la valoración de las pruebas; el principio de inmediación sugiere que el juez natural está en mejores condiciones que el constitucional para apreciar adecuadamente el material probatorio por su interacción directa con el mismo; el amplio alcance de los derechos de defensa y contradicción dentro de los procesos ordinarios, en fin, imponen al juez de tutela una actitud de respeto y deferencia por las opciones valorativas que asumen los jueces en ejercicio de sus competencias funcionales regulares.”

De acuerdo con esa jurisprudencia, el defecto fáctico se produce por omisión cuando sin razón justificada el juez se niega a dar por probado un hecho que aparece claramente demostrado en el proceso, o por acción, cuando a pesar de que las pruebas reposan en el proceso, las interpreta de manera errada o las valora no obstante ser ilegales o indebidamente practicadas o recaudadas.

En virtud del principio de la autonomía e independencia judicial consagrado por el artículo 228 de la Constitución Nacional, el juez goza de un amplio margen de discrecionalidad en la apreciación de las pruebas. Sin embargo esa facultad no puede confundirse con arbitrariedad, porque encuentra límites en la misma carta fundamental y en las normas de procedimiento que consagran pautas obligatorias al valorarlas.

Pero para la prosperidad de la acción de tutela por defecto fáctico contra una providencia en firme, se requiere que el error en la apreciación probatoria, “sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto, según las reglas generales de competencia”
.

6. Las pruebas incorporadas al expediente y que obran en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos:

6.1 La Cooperativa Multiactiva Caldas demandó en proceso  ejecutivo a los señores Claudio Enrique y Guillermo Edmundo David Santacruz, quienes notificados del auto que libró la orden de pago,  propusieron como excepciones de fondo las que denominaron “falsedad material en el documento”, “cobro de lo no debido”, “inexistencia de la obligación”, “inexistencia de la obligación”, “mala fe”, “falta de legitimación por activa”, “no haber sido el demandado quien suscribió el título” y “falta de realización del acto que se reclama”. Además, tacharon de falso el pagaré No. A-0909, aportado como título ejecutivo
.

6.2 En el curso del proceso se obtuvo un dictamen pericial, practicado por técnico forense del laboratorio de lofoscopia del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses Dirección Regional Occidente, decretada por el juzgado accionado con el fin de que confrontara “las firmas de los demandados con las que aparece (sic) en el título valor base de la acción, al igual que la verificación de las huellas dactilares de los antes mencionados, CLAUDIO ENRIQUE DAVID SANTACRUZ Y GUILLERMO EDMUNDO DAVID SANTACRUZ,  respectivamente”.

En el respectivo trabajo concluyó el experto: a) la impresión dactilar del señor Claudio Enrique David Santacruz que se encuentra en el pagaré No. A 0909 y en su carta de instrucciones anexa “se individualiza… como perteneciente al índice derecho de la tarjeta decadactilar de preparación de la cédula de ciudadanía número 4.503.305, expedida a nombre de Claudio Enrique David Santacruz; b) la impresión dactilar que como del señor Guillermo Edmundo David Santacruz se halla en el recuadro de la parte inferior derecha del pagaré No. A 0909 y en su carta de instrucciones “se excluye (no correspondencia)… como perteneciente al índice derecho de la tarjeta decadactilar de preparación de la cédula de ciudadanía, No. 1.352.656, expedida a nombre de Guillermo Edmundo David Santacruz” y c) la impresión que se encuentra por fuera del recuadro de la parte inferior derecha del pagaré No. A 0909 y en su carta de instrucciones “es inconcluyente con respecto a las impresiones dactilares de la tarjeta decadactilar de preparación de la cédula de ciudadanía No. 1.352.656, expedida a nombre de Guillermo Edmundo David Santacruz”
. 

Técnico forense del laboratorio de documentología y grafía forense del mismo Instituto, en relación con las firmas de losa aceptantes del título valor que sirve de fundamento a la ejecución, indicó que “Las autógrafas como de Claudio Enrique David Santacruz con los números `4503305´ y como de Guillermo Edmundo David Santacruz con los números `1352656´, obrantes en las casillas `firma deudor´ y `firma deudor solidario´ respectivamente, del formato pagaré a la orden No. A0909, por valor de $12.400.000 en la fecha `13 Junio (sic) 2014´, adherida a la carta de instrucciones anexa a pagaré con espacios en blanco de la Cooperativa Multiactiva Caldas, presentan identidad grafica (sic) con las signaturas y dígitos confeccionados por los señores Claudio Enrique David Santacruz y Guillermo Edmundo David Santacruz, que aparecen en las muestras caligráficas y en los documentos extraproceso que se relacionan en lo indubitado del presente informe pericial, dadas las analogias (sic) detectadas y descritas en los hallazgos”
.
6.5 Ese dictamen, puesto en conocimiento de las partes, no fue objetado, ni se solicitó su aclaración. Así lo aceptaron  las partes en la demanda de tutela y en su respuesta
.
6.4 En la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil Municipal, el 13 de enero de este año, se ordenó seguir adelante la ejecución contra el señor Claudio Enrique David Santacruz; de las excepciones formuladas solo se declaró próspera la de no haber sido el demandado Guillermo Edmundo David Santacruz quién suscribió el título valor que sirvió de fundamento a la ejecución; se dispuso el avalúo y posterior remate de los bienes objeto de medidas cautelares; el levantamiento de la medida decretada “en contra del señor Guillermo Edmundo David Santacruz” y la devolución de los títulos que se encuentren retenidos; se condenó en costas a la Cooperativa demandante y a favor ese último demandado, por un valor del 20% de las pretensiones y no se procedió imponerlas a la parte demandada, porque se encuentra amparada por pobre.

Para decidir así, luego de analizar los requisitos del título valor, indicó que en el dictamen pericial practicado por Medicina Legal se determinó que la firma y la huella que aparecen en el pagaré no corresponden a las del demandado Guillermo Edmundo David Santacruz. Esta prueba, continuó, ofrece plena credibilidad y al cotejarla con los interrogatorios de los demandados se puede establecer que efectivamente dicho señor no suscribió el citado título valor, pues así lo declaró de forma libre y espontánea, hecho que fue ratificado por el codemandado Claudio Enrique David Santacruz, quien agregó que ese documento solo fue firmado por su esposa y  por él
.  

7. Surge de tales pruebas que la funcionaria accionada, al valorar los peritajes practicados en el curso del proceso, determinó que la rúbrica y la huella que aparecen en el título valor que sirve de fundamento a la ejecución, no corresponden a las del codemandado Guillermo Edmundo David Santacruz. 
Sin embargo, en uno de los dictámenes periciales a que se refiere, concretamente el que analizó la firma del señor Guillermo Edmundo David Santacruz, se llegó a conclusión totalmente diferente. Como atrás se indicara, dijo el experto que las firmas que aparecen en el título valor dubitado, presentan identidad gráfica con las muestras indubitadas. 

Así las cosas, puede decirse que fue desacertada esa valoración probatoria, pues aunque en el peritaje concluyó el experto que las firmas que aparecen en el pagaré aportado como recaudo ejecutivo, bajo los títulos de “deudor” y “deudor solidario”, corresponden a las de los señores Claudio Enrique y Guillermo Edmundo David Santacruz, la jueza accionada concluye lo contrario respecto del último y declara probada la excepción de fondo  de no haber sido el citado señor quien suscribió el título, a quien excluye de la ejecución, con las consecuencias que de tal determinación se desprenden.
Ese error tiene relevancia constitucional, al desconocer el derecho fundamental a un debido proceso de que es titular el demandante; no se trata de una mera diferencia de criterios en el análisis de la prueba, sino de un error en su apreciación, al emitir, con fundamento en ella una conclusión contraria a su contenido; ese error es ostensible, flagrante y manifiesto y tiene incidencia directa en la decisión que al respecto se adoptó en el fallo respectivo. 

En esas condiciones, se justifica la intervención del juez constitucional en aras de brindar protección a la parte que sufrió el agravio porque quien acude a la administración de justicia en procura de obtener la definición de un conflicto, tiene derecho a exigir que las pruebas que sirven de sustento a la decisión, contengan un justo y razonado análisis por parte del juez, como garantía del derecho a un debido proceso.
8. En consecuencia, se concederá el amparo reclamado. En  consecuencia, se dejará sin efecto la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, el 13 de enero último, en el proceso ejecutivo instaurado por la Cooperativa Multiactiva Caldas contra los señores Claudio Enrique y Guillermo Edmundo David Santacruz y se ordenará a la titular de ese despacho que dentro de los diez días siguientes a la notificación de esta providencia, dicte una nueva en la que proceda a valorar nuevamente el dictamen pericial rendido por técnico forense del laboratorio de documentología y grafía forense del Instituto de Medicina Legal, en relación con las firmas de los aceptantes del título valor que sirve de fundamento a la ejecución.
11. La Sala no comparte el argumento en que sustentó el juez de primera instancia su decisión, en cuanto afirmó que no procedía en amparo porque contaba el actor con otro mecanismo de defensa, el recurso de revisión contra la sentencia dictada en el proceso ejecutivo, porque el artículo 355 del Código General del Proceso no consagra como causal de revisión, el defecto fáctico.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley

R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR, la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 24 de febrero pasado, en la acción de tutela instaurada por la Cooperativa Multiactiva Caldas contra el Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, a la que fueron vinculados los señores Claudio Enrique y Guillermo Edmundo David Santacruz.

SEGUNDO: CONCEDER el amparo solicitado para proteger el derecho al debido proceso de que es titular la demandante. En consecuencia, se deja sin efecto la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil Municipal de Pereira, el 13 de  enero de 2017, en el proceso ejecutivo promovido por la Cooperativa Multiactiva Caldas contra los señores Claudio Enrique y Guillermo Edmundo David Santacruz y se ordena a la titular de ese juzgado que dentro de los diez días siguientes a la notificación de esta providencia, dicte una nueva en la que proceda a valorar nuevamente el dictamen pericial rendido por técnico forense del laboratorio de documentología y grafía forense del Instituto de Medicina Legal, en relación con las firmas de los aceptantes del título valor que sirve de fundamento a la ejecución.

TERCERO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

(Continúa parte resolutiva de sentencia de segunda instancia proferida en la tutela radicada 66170-31-03-001-2017-00013-01)
CUARTO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

� Sentencia T-307 de 2015


� Sentencia SU-241 de 2015


� Sentencia T-008 de 1998 y T-636 de 2006.


� Sentencia SU-222 de 2016


� Sentencias T-567 de 1998, T-636 de 2006, T-130 de 2009 y T-104 de 2014, entre otras.


� Inspección judicial a folios 59


� Folios 3 a 14


� Folios 15 a 30


� Folios 45, 61 y 62, cuaderno No. 1


� Folios 34 a 38
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